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La apropiación del CGPJ por la mayoría conservadora, su descarado
posicionamiento con tesis partidistas, el haber resignado una política
fuerte de defensa de la independencia judicial, el constituirse como
baluarte de la resistencia de ciertos prejuicios ideológicos, su actua-
ción errática sin un programa público de actuación que JpD tantas ve-

ces ha pedido, o la política de nombramientos excluyente de cualquier sensi-
bilidad no afín a la mayoritaria, han propiciado la reacción del legislativo y la
reforma de la LOPJ.

Puesto que el CGPJ era incapaz de generar consensos en lo elemental, se
ha traído a la institución la lógica de las mayorías reforzadas, esa que procla-
ma la Constitución en sus arts. 159 para designar los magistrados del Tribunal
Constitucional y el 122 para el nombramiento de los propios vocales del
CGPJ.

Sería esperanzador que la reforma propiciara un cambio de tendencia, ter-
minando con la política frentista que tanto daño ha hecho a la imagen del Po-
der Judicial. En materia de nombramientos, lo esencial es que los profesiona-
les más capaces, los que atesoren mayores méritos, los que todos
reconocemos por su prestigio, sean designados aún no estando asociados o si
pertenecen a sensibilidades distintas a la mayoritaria. La incorporación de la
mujer a estos puestos es el otro gran reto pendiente.

Pero lo más importante es que ese cambio se constate en todos los cam-
pos de actuación del CGPJ. Habría que hacer un esfuerzo para que los infor-
mes que elabora no sean un elemento más en la batalla partidista, por facili-
tar la comunicación con la carrera judicial, por impulsar una mejora de la
administración de justicia, en particular mediante la reclamación de una plan-
ta suficiente que acabe con la sobrecarga de trabajo y la expectativa de des-
tino, función que justifica la implantación de los módulos y no esa indirecta
presión por una productividad que no permite el adecuado estudio para la re-
solución judicial ni su compaginación con el proyecto de vida personal.

Para ello es preciso un programa de trabajo que puedan consensuar sus
vocales, para lo que resta de su mandato. Un gran acuerdo con esa finalidad
sería bienvenido por todos los jueces y magistrados de la carrera judicial, cu-
ya pluralidad acaba de ponerse de manifiesto en las últimas elecciones a Salas
de Gobierno.

En efecto, pese a lo perverso del sistema, que propicia la exclusión de mi-
norías que alcanzan incluso el 49 % de los votos, las elecciones del veinte de
octubre pasado han revelado el carácter plural de la profesión.Todas las aso-
ciaciones y los no asociados obtienen apoyos, y Jueces para la Democracia un
importante resultado.Admitir esa realidad sería un buen punto de partida pa-
ra un proyecto de modernización judicial que encabezara el CGPJ, incorpo-
rando las ideas y el apoyo de todos los sectores de la judicatura.

Editorial

BOLETIN INFORMATIVO
N.º 38 • ENERO 2005



2

En las elecciones a Sala de
Gobierno celebradas el pa-

sado veinte de octubre Jueces
para la Democracia obtuvo el
apoyo del 30% de los electo-
res. Como se aprecia en el cua-
dro adjunto, en el que se han
indicado los votos obtenidos
por el candidato más votado
de cada lista, dicho apoyo se
tradujo tan solo en 8 electos
(ELE), debido al sistema mayo-
ritario puro que establece la
LOPJ.

Con menos del doble de los
votos, la APM, que alcanzó
1.445, obtuvo sin embargo 69
electos. Francisco de Vitoria,
también perjudicada por el sis-
tema, logró sin embargo 22 re-
presentantes al concentrar sus
apoyos en Canarias y Castilla y
León.

Se constata así que en terri-
torios como Cataluña o Valen-
cia, JpD no obtiene ningún re-
presentante pese a lograr más
de un tercio de los votos; en el
País Vasco, tres votos de dife-
rencia dan cinco representan-
tes a APM y uno a JpD; en Can-
tabria o el Tribunal Supremo
sucede otro tanto por apenas
tres votos...

La falta de representatividad
del sistema electoral propicia
que la segunda asociación judi-
cial en número de asociados y
votos carezca del número de
representantes que lógicamen-
te le corresponderían.Y pese a
que el resto de las asociaciones

en conjunto obtienen más apo-
yos que la APM, su representa-
tividad en electos no se co-
rresponde a sus resultados.

El Secretariado de Jueces
para la Democracia ha denun-
ciado este sistema por injusto,
pues incluso en un caso en que
se utiliza el sistema mayoritario
en nuestro derecho electoral,
como es el Senado, se garanti-
za la representación de las mi-
norías concediendo a cada
elector solamente tres votos
sobre los cuatro candidatos a

elegir, cosa que no sucede en la
LOPJ, ya que cada juez puede
emitir tantos votos como can-
didatos, excluyendo de esta
manera cualquier  minoría con
amplio respaldo.

Jueces para la Democracia,
Francisco de Vitoria y Foro Ju-
dicial independiente se han di-
rigido al CGPJ, Ministerio de
Justicia y grupos parlamenta-
rios reclamando la reforma del
artículo 151 de la LOPJ, con el
fin de introducir algún sistema
de proporcionalidad que garan-

tice la representación plural de
la carrera judicial en las Salas
de Gobierno.

El Ministerio de Justicia ha
respondido que propondrá la
modificación de la LOPJ en ese
sentido. Sin embargo el CGPJ
ha dado la callada por respues-
ta, sin que la mayoría que lo
integra se haya dado por aludi-
da ante esta petición de quie-
nes representan, resultados
cantan, a la mayoría de la carre-
ra judicial.

JpD obtiene el apoyo de un tercio 
de los votantes

Elecciones
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Votos APM Ele JPD Ele Fv Ele FORO Ele No asoc. Ele Nulo Blanco

AUD. NACIONAL 58 38 3 17 1

ANDALUCÍA 444 228 15 62 96 53 3 4

ARAGÓN 86 36 21 43 6 4 1

ASTURIAS 115 72 2 73 2 40 50 1

BALEARES 58 42 1 33 1 39 1 34 1 1

CANARIAS 145 44 47 69 6 50 1

CANTABRIA 51 27 3 23 1 16 1

CAST. MANCHA 78 41 4 21 18 11

CAST. LEON 186 61 1 46 86 11 59 79 2

CATALUÑA 423 208 7 154 70 16 1

EXTREMADURA 62 28 1 32 1 30 2 25 1

GALICIA 195 132 7 42 8

MADRID 341 121 4 56 91 61 4 3

MURCIA 39 34 4 2 7

NAVARRA 24 16 1 11 1 19 1 8 3

PAÍS VASCO 164 81 4 81 1 84 1 3

RIOJA 26 14 3 12 16 1 12 12 1

VALENCIA 325 179 6 90 31

TRIB. SUPREMO 82 43 3 41 1 40 41 1

TOTALES 2.902 1.445 69 841 8 626 22 329 7 337 7 33 30
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E l Secretariado de Jueces pa-
ra la Democracia, reunido

en Oviedo el pasado 24 de no-
viembre, quiso hacer expreso
su apoyo a los integrantes de la
54 y 55 promoción de jueces,
que han tenido que soportar
una anómala situación, la de ex-
pectativa de destino, provocada
por la falta de creación de las
plazas judiciales durante la an-
terior legislatura. Esta situación
afecta también a las anteriores
promociones, que se han visto
sobrepasadas al menos de for-
ma temporal por las últimas.

Ese problema sólo puede
solucionarse con la supresión
de esta figura. En tal sentido, el
Secretariado de JpD se congra-
tuló de que en el año 2005 se
haya anunciado la creación de

250 plazas judiciales, y reclamó
que para el año 2006 el ritmo
de creación sea semejante al
anunciado para el 2005.

NO REFORMAR 
EL REGLAMENTO

Entretanto JpD sostiene que
es innecesaria la reforma del
Reglamento del CGPJ que re-
gula su situación. La difícil situa-
ción que padecen los afectados
no puede ser agravada, y lo fun-
damental es que puedan cubrir
vacantes de larga duración, co-
mo los casos de bajas por ma-
ternidad, juzgados con cambios
de titular, comisiones de servi-
cio, licencias por estudios y
otras que dejan sin titular un
órgano jurisdiccional varias se-
manas o meses.

La posibilidad de que se rea-
licen sustituciones de corta du-
ración sólo sería admisible si,
tras terminar el periodo de ads-
cripción de seis meses, volunta-
riamente el juez afectado prefi-
riera optar por ello en lugar de
por otro destino de larga dura-
ción pero menos favorable a la
situación personal y familiar del
afectado, en particular si ello su-
pone un largo desplazamiento
dentro del propio TSJ.

Pero en todo caso JpD man-
tiene que a la 55 promoción
deben ser ofrecidas adscripcio-
nes de larga duración, y no la-
bores de sustituto en juzgados
donde trabajarían en sustitucio-
nes cortas. En Barcelona, por lo
tanto, deben serles ofertadas
plazas suficientes por el CGPJ,

plazas que deberían ser en ór-
ganos semejantes a aquéllos en
los que tendrán que servir
cuando alcancen un destino en
propiedad, es decir, en juzgados
servidos por jueces.

JpD ha solicitado del Minis-
terio de Justicia que proceda a
la urgente creación de las nue-
vas plazas previstas, en particu-
lar de aquellas que puedan ser
atendidas por jueces, y al CGPJ,
que no modifique el reglamen-
to de Jueces en Expectativa de
Destino, que habilite las plazas
precisas para que puedan aten-
derse sustituciones de larga du-
ración y que en cuanto se solu-
cione la situación de estas
promociones suprima la situa-
ción de expectativa de manera
definitiva y permanente.

En apoyo de las últimas promociones

Jueces

Una denuncia de la falta de 
independencia del Poder Judicial
y la ineficacia real de la 
Administración de Justicia

EL DESGOBIERNO JUDICIALAlejandro Nieto

FUNDACIÓN ALFONSO MARTÍN ESCUDERO    EDITORIAL TROTTA

Del autor de Balada de la Justicia y de la Ley
y Las limitaciones del conocimiento jurídico

www.trotta.es  ·  Ferraz, 55  ·  28008  Madrid  ·  00 (34) 91 543 03 61
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Actualidad

Ante la entrada en vigor el día
uno de octubre de la LO

15/2003, de 25 de noviembre
de 2003 de Reforma del Códi-
go Penal, elaborada en la ante-
rior legislatura y por iniciativa
del entonces Gobierno del Par-
tido Popular, la Asociación Jue-
ces para la Democracia desea
manifestar:

1º) Que existen, algunos as-
pectos positivos, entre ellos, la
modificación del sistema de sus-
pensión de penas cuyo límite
máximo, en el caso de suspen-
sión para deshabituación y trata-
miento de drogodependencias,
se amplía de tres a cinco años; la
incorporación de la tipificación
de delitos de la competencia de
la Corte Penal Internacional, o la
atención a algunas peticiones
sociales reiteradas que gozaban,
además, de amplio consenso, co-
mo son la consideración como
delito de cualquier maltrato en
el ámbito doméstico, la posesión
de pornografía infantil o de la
crueldad grave con los animales,
aunque la proporcionalidad de la
pena en este último no deje de
suscitar dudas.

2º) Sin embargo, junto a estos
aspectos positivos, la reforma
viene condicionada por el con-
cepto mismo que subyace en él
de “delincuencia”, centrado en la
delincuencia de marginalidad, y
de “seguridad”, limitado a la reac-
ción social frente a este tipo con-
creto de delincuencia, olvidando
la protección frente a otras inse-
guridades y a través fundamental-
mente del recurso a la prisión.

No responde a un proyecto
global de incremento de la efi-
cacia penal frente al aumento de
la delincuencia, entendiendo
por tal, naturalmente, el conjun-
to de las conductas definidas
como delito. Limita la noción de
“seguridad” básicamente a la de
“seguridad en las calles frente al
robo”, olvidando otros campos
tan necesitados de ella como la
seguridad financiera, la protec-
ción de los pequeños ahorrado-
res frente a la ingeniería bursátil
fraudulenta, o la seguridad me-
dioambiental o la alimentaria.

BENIGNO CON LOS
PODEROSOS

Al tiempo que propone una
mayor dureza contra los delitos
que cometen sectores margina-
lizados, se muestra extraordi-
nariamente benigno respecto
de “la otra delincuencia”. Mues-
tra de ello es la despenalización
subrepticia que se opera del
delito fiscal, el fraude de sub-
venciones o el abuso de infor-
mación privilegiada en el tráfico
bursátil, o la reducción de la
sanción penal para algunas im-
portantes conductas que afec-
tan al medio ambiente.

3º) Junto a ello, se retorna a
las penas cortas privativas de li-
bertad, a la multirreincidencia y
a la conversión de faltas en deli-
tos por la reiteración. Ello supo-
ne,entre otras cosas,que se  op-
ta por los contraproducentes
efectos que conllevan las penas
cortas, al impedir desarrollar
cualquier tipo de tratamiento
penitenciario, consiguiendo úni-
camente etiquetar al penado co-
mo delincuente tras su paso por
la prisión y dificultarle su reso-
cialización laboral y familiar.

Se suprime la pena de arresto
de fin de semana, especialmente
indicada para quienes cometían
un delito pero desarrollaban una
actividad laboral y social que era
útil mantener. Se introduce la fi-
gura de la multirreincidencia, con
efectos de imposición de la pena
superior en grado, quebrándose
el principio de proporcionalidad,
y se procede a reimplantar el
viejo “arresto domiciliario”, ahora
denominado “pena de localización
permanente” sin arbitrarse medi-
das para su desarrollo y cuestio-
nable eficacia. Se produce un en-
durecimiento general de las
penas para los delitos patrimo-
niales, difícilmente compatible
con la seguridad jurídica y la le-
galidad penal.Y a la vez se toma
partido en polémicas ideológicas
como la que afecta a la investiga-
ción sobre la transferencia
nuclear y las células madre de
tan amplias perspectivas para la
curación de múltiples enferme-
dades.

ENDURECIMIENTO
PENAL

4º) Si esta reforma la rela-
cionamos con otras ya vigentes
como las llevadas a cabo con
LO 13/2003, de 24 de octubre,
sobre Reforma de la Ley de En-
juiciamiento Criminal en mate-
ria de prisión provisional, que,
lejos de adaptarse a la jurispru-
dencia constitucional en la ma-
teria, modifica la prisión provi-
sional de una forma altamente
preocupante para la salvaguar-
da de los derechos de los ciu-
dadanos; con la LO 7/2003, de
30 de junio sobre Medidas de
reforma para el cumplimiento
íntegro y efectivo de las penas,
que  además de restringir el ac-
ceso a la clasificación de tercer
grado, eleva el máximo de la pe-
na de prisión a cuarenta años; y
con la LO 11/2003, de 29 de
septiembre sobre Medidas con-
cretas en materia de seguridad
ciudadana, violencia doméstica
e integración social de los ex-
tranjeros, nos encontramos
con un panorama de auténtico

endurecimiento penal, y de res-
tricción de garantías que afecta
gravemente a los derechos de
los ciudadanos, suponiendo un
auténtico retroceso.

Por ello desde Jueces para la
Democracia, se quiere hacer
constar de nuevo, como ya hici-
mos en su momento, nuestra
más enérgica disconformidad
con esta situación legislativa, que
debe ser cuanto antes objeto de
reflexión y debate, para situar al
proceso penal y al derecho pe-
nal dentro de sus fines constitu-
cionales, recuperándose el siste-
ma de derechos y garantías tan
gravemente afectado, tanto por
el Código Penal que acaba de
entrar en vigor, como por las
otras leyes citadas, cuya modifi-
cación urge, desde perspectivas
demócratas, garantistas y respe-
tuosas con los derechos a la li-
bertad y seguridad constitucio-
nalmente amparados.

Madrid 4 de octubre de 2004
Secretariado 

de Jueces para la Democracia

Sobre la última reforma penal

L. Ferrajoli, Para Letizia Gianformaggio. C. Courtis, Dis-
capacidad e inclusión social. I. J. Subijana Zunzunegui, El
principio de protección de las víctimas. E. Blay, La pena de
trabajo en beneficio de la comunidad. M. A. Barrère Un-
zueta, De la acción positiva a la ‘discriminación positiva’.
C. López Keller, La independencia del poder judicial.
A. Jorge Barreiro, La reforma de la prisión provisional.
J. Fernández Nieto, Sobre la constitucionalidad de la Ley
de Extranjería. P. Andrés Ibáñez, Proceso penal: ¿qué cla-
se de publicidad? A. Narváez Rodríguez, La prueba del
ADN. J. M. García Moreno, El juicio penal con Jurado en
Inglaterra y Gales (II). G. Pérez López, Las microfinanzas.
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La recientísima modificación de
la Ley Orgánica del Poder Judi-

cial que incrementa las mayorías
exigidas para la designación de los
puestos judiciales de mayor res-
ponsabilidad, y toda la aventura
parlamentaria acontecida, para
que finalmente se opte por unas
mayorías semejantes a las previs-
tas en los artículos 122.3 y 159.1
de la Constitución para la desig-
nación de vocales del CGPJ y ma-
gistrados del Tribunal Constitu-
cional, no ocultan la grave crisis
que atraviesa el actual Consejo
General del Poder Judicial.

Recordemos que este órgano
se conformó auspiciado por un
gran Pacto de Estado, el de la Jus-
ticia, que propició la participación
de los jueces en la elección de
precandidatos y facilitó el consen-
so entre las principales fuerzas
parlamentarias para establecer su
composición actual, en la que el
presidente fue elegido por unani-
midad de todos sus vocales. En
sus inicios el CGPJ respondió, co-
mo era de esperar en una institu-
ción de rango constitucional. Su
primer acto consistió en despla-
zarse a Bilbao para rendir home-
naje a un magistrado ejemplar
asesinado por ETA, José María Li-
dón, pero sobre todo para ratifi-
car el apoyo al Poder Judicial en
Euskadi, declarando su firme con-
vicción de mantener su presencia
y asegurar la garantía de los dere-
chos y libertades de todos los
ciudadanos vascos, a pesar de la
presión terrorista.

Por otro lado el Pacto de Esta-
do por la Justicia dotaba de un pro-
grama al CGPJ, que apostó por la
modernización de la oficina judicial
y asumió definitivamente la consi-
deración de la administración de
justicia como servicio público, de

manera que se situaba al ciudadano
como protagonista esencial de su
funcionamiento, tratando de supe-
rar las presiones corporativas de
todo tipo que siempre han carac-
terizado a este sector. En ese am-
biente de colaboración y pese a las
lógicas y saludables discrepancias,
la política de nombramientos judi-
ciales permitió la incorporación,
por vez primera, de varias mujeres
al Tribunal Supremo, y la designa-
ción de capaces profesionales que
contaron con apoyos casi siempre
amplios.

INDEPENDENCIA EN CRISIS
Pero ese clima entró en crisis

cuando desde la anterior adminis-
tración se trató de presionar al Po-
der Judicial para someterlo a deter-
minadas exigencias que tenían que
ver, principalmente, con lógicas par-
tidistas y no con la garantía de inde-
pendencia judicial que debiera ha-
ber caracterizado la actuación del
CGPJ.Ante la evidente persecución
de una serie de magistrados que no
aceptaron plegarse a los designios
del anterior poder ejecutivo, el
CGPJ no supo reaccionar en defen-
sa de la independencia judicial.

Esa situación crítica ha dege-
nerado en auténtica descomposi-
ción tras las últimas elecciones
generales. El cambio de signo
político en la administración go-
bernante ha propiciado el encasti-
llamiento de la mayoría conserva-
dora del CGPJ, arropada para
asegurar la mayoría precisa por su
presidente, que ha abandonado
definitivamente su papel institu-
cional, que le debía situar por
encima de las sensibilidades diver-
sas, propiciando el acercamiento
entre las diferentes posiciones.

El cambio de talante en el CGPJ
ha animado a su presidente, inclu-

so, a dar lecciones a la repre-
sentación de la soberanía popular
sobre qué debe ser considerado
delito, o que se instrumente para
constituir a este órgano constitu-
cional, por encima del papel del
grupo parlamentario mayoritario
de la oposición, en un auténtico
ariete a cualquier iniciativa legisla-
tiva que pretenda el desarrollo de
derechos de los ciudadanos.

Lamentablemente, pese al am-
biente en el que se constituyó, el
actual CGPJ carece absolutamen-
te de programa, por la imposición
del rodillo de la mayoría. El ante-
rior trató de llevar a cabo un
diagnóstico de los serios proble-
mas que aquejan a la justicia con
el Libro Blanco, que apuntaba nu-
merosas recetas aún por poner
en práctica. El actual tenía a su
disposición el Pacto de Estado pa-
ra tratar de afrontarlos. Pero no
se percibe ningún interés en sacar
adelante alguna iniciativa que
atienda al papel constitucional
que se ha reservado al CGPJ.

NUEVA OFICINA JUDICIAL
A finales de 2003 se reformó la

LOPJ para introducir el primer
cambio serio de la oficina judicial
española desde el siglo XIX, crean-
do los Servicios Procesales Comu-
nes, sin que este Consejo haya
aportado aún algún programa para
su puesta en práctica.El Código Pe-
nal de 1995 dispuso un sistema de
sustitución de penas cortas de li-
bertad que necesitaba de la infraes-
tructura precisa para el cumpli-
miento de trabajos en beneficio de
la comunidad y arrestos de fin de
semana, y nada hay en marcha para
facilitarlo, salvo reformas legislativas
que endurecen el tratamiento del
pequeño delincuente y olvidan, por
supuesto, la delincuencia económi-

ca de “cuello blanco”. Hay toda una
promoción de jueces sin destino y
sin embargo el CGPJ observa impa-
sible la sobrecarga de trabajo en
400 órganos jurisdiccionales.

La reforma del Tribunal Supre-
mo, para convertirlo en un órgano
que no cuente los asuntos por mi-
les, impidiendo su labor unificadora,
o que termine con el carácter vita-
licio de sus integrantes, asegurando
la renovación que caracteriza a to-
da la carrera judicial, es algo ignoto
para este CGPJ.Y la sensación que
tienen los ciudadanos de que los
procedimientos siguen siendo ina-
cabables en las instancias superio-
res no merece respuesta alguna del
máximo órgano representativo del
Poder Judicial español.

No puede asegurarse que la re-
forma del sistema de elección de la
cúpula judicial vaya a permitir solu-
cionar estos déficit. Quizá facilite
los principios de mérito y capaci-
dad a los que alude el artículo 103.3
de la Constitución, la incorporación
de la mujer a la cúpula judicial que
deriva del artículo 14 de la misma
norma, y la exigencia de pluralismo
que es valor superior de nuestro
ordenamiento jurídico según el ar-
tículo 1.1 de la CE,permitiendo que
jueces no asociados o de asociacio-
nes minoritarias de toda índole
puedan acceder a puestos de res-
ponsabilidad sin que la adscripción
al grupo mayoritario sea el principal
mérito tenido en cuenta.

Pero desde luego lo que no va a
lograr, porque eso corresponde só-
lo a la sensatez de los vocales y su
presidente, es que el actual CGPJ
decida recuperar y protagonizar un
proyecto de modernización de la
administración de justicia que
atienda las demandas ciudadanas de
una justicia garantista al tiempo que
ágil, cercana pero también eficaz.

Debate

Sin proyecto en el CGPJ
José Manuel Buján. Secretariado de Jueces para la Democracia
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Entrevista

EDMUNDO RODRÍGUEZ ACHÚTEGUI, 41 años, juez desde el año 1992,
es el nuevo portavoz de Jueces para la Democracia tras resultar elegido 

en el último congreso como candidato más votado del Secretariado.
Ha sido juez en un juzgado mixto de Laredo (Cantabria) 

y magistrado con destino en el Juzgado de 1ª Instancia nº 10 de Bilbao hasta 
el año 2004, en el que tras superar las pruebas de especialización fue destinado al

nuevo Juzgado de lo Mercantil nº 1 de Bilbao.

Pregunta.–El CGPJ se ha
visto envuelto en una
amplia polémica tras la
reforma de la LOPJ.

Respuesta.–La vida de todos
los consejos ha sido siempre di-
fícil, y el actual no es una excep-
ción. Creo que sus comienzos
fueron esperanzadores, pero se
ha dado al traste con el espíritu
que lo animó.El papel fundamen-
tal del CGPJ tiene que ser de-

fender la independencia judicial,
y en los últimos tiempos de la
anterior legislatura parecía justo
lo contrario. Había iniciativas de
vocales para perseguir a los jue-
ces que dictaron resoluciones
que incomodaron al poder eje-
cutivo, en lugar de defenderlos.
Tras iniciarse la nueva legislatura
la mayoría conservadora del
CGPJ sencillamente ha optado
por la exclusión. No es posible

consensuar los informes, que se
usan como ariete para descalifi-
car los proyectos legislativos que
pretenden incrementar el techo
de derechos de la ciudadanía, no
ha habido una política para exigir
la aplicación de las previsiones
del Pacto de Estado por la Justi-
cia, ni una visión plural de la judi-
catura, que recogiera la enorme
diversidad de sensibilidades que
hay en la carrera.

P.–¿Realmente era nece-
saria la reforma para
exigir una mayoría re-
forzada en materia de
nombramientos?

R.–Aunque desde luego no se
acometió de la forma más razo-
nable, porque la repetición de
una votación y la urgente convo-
catoria de un Consejo de Minis-
tros exclusivamente dedicado a
volver a presentar el proyecto,
no son un ejemplo de tramita-
ción legislativa, creo que la pos-
tura encastillada de la mayoría
conservadora, que había decidi-
do que sólo los “suyos”  iban a
ver reconocida su trayectoria
profesional en la política de

Edmundo Rodríguez Achútegui
Portavoz de Jueces para la Democracia

“El CGPJ tiene que recuperar un papel 
de integración y elaborar un programa de

modernización de la administración de justicia”
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Entrevista
nombramientos, ha precipitado
una reforma necesaria que en
otras condiciones hubiera  me-
recido más sosiego. Recorde-
mos que el pluralismo es uno de
los valores superiores de nues-
tro ordenamiento jurídico que
abre la Constitución en su ar-
tículo primero. Si a ese principio
añadimos el de incorporación
de la mujer a la cúpula judicial, y
los de mérito y capacidad, habrá
que reconocer que hay muchos
y buenos jueces que sin perte-
necer a la asociación mayorita-
ria, o sin estar asociados, son
bien capaces de ocupar puestos
de enorme responsabilidad. Eso
es lo que tiene que conseguir la
reforma. Si no lo logra, fracasará.

P.–Se dice que el resulta-
do de las elecciones a Sa-
la de Gobierno pone de
manifiesto el rechazo de
la judicatura a la reforma.

R.–Los resultados evidencian
que la asociación mayoritaria ha
obtenido el apoyo de 1.400 jue-
ces, Jueces para la Democracia
de 840, Francisco de Vitoria 620,
el Foro unos 330 y los candida-
tos no asociados 340. No veo
cómo puede interpretarse que
eso supone una visión mono-
color de la judicatura, salvo que,
claro, se cuenten los electos.Ahí
sin duda hay una exclusión de las
minorías, porque obtener el 30%

de los votos no se ha traducido
en una representación semejan-
te.Eso ha motivado que todas las
asociaciones judiciales, excepto
la mayoritaria, hayan solicitado
del CGPJ, el Ministerio y los
Grupos Parlamentarios, la intro-
ducción de algún sistema de pro-
porcionalidad que garantice la
presencia de minorías.

P.–¿Pero cómo puede
lograrse que el CGPJ
cambie?

R.–El CGPJ tiene que recupe-
rar un papel de integración y
elaborar un programa de mo-
dernización de la administración
de justicia. A este CGPJ le falta
un programa. Otros han defen-
dido la concepción de la justicia
como servicio público, sostuvie-
ron su papel de defensores de la
independencia judicial, diagnosti-
caron los problemas que se pa-
decen en la justicia con el Libro
Blanco, consiguieron deslindar el
papel colaborador de la inspec-
ción de la función disciplinaria...

Este no ha sido capaz de pre-
sentar un plan para modernizar
la oficina judicial, no ha exigido
que las administraciones compe-
tentes facilitaran la realización
de trabajos en beneficio de la
comunidad, no ha defendido la
unidad de la carrera, ha tolerado
que no se ampliara la planta pa-
ra que los alumnos de la Escuela
Judicial tuvieran un puesto o se
disminuyera la carga de los 400
órganos sobrecargados.

Por otro lado sería más que
razonable que su presidente re-
cuperara el papel institucional
que le corresponde. Es inconce-
bible que siempre tome partido
por la mayoría. Es preciso que
procure acercar posturas, ten-
der puentes entre unos y otros,
formular propuestas de consen-
so. Para eso fue elegido por
unanimidad, y ha dilapidado ese
bagaje sin razón alguna. Tiene
que volver a estar a la altura.

P–La experiencia del úl-
timo congreso de JpD,
en el que se admitió el
sufragio universal y la
igualdad de sexos ¿ha si-
do positiva?

R.–El cambio ha sido impor-
tantísimo. Fue un congreso de
amplísima participación y, por
primera, vez cualquier asocia-
do, fuera o no al congreso y sin
delegar su voto, podía elegir a

los candidatos de las listas co-
nocidas antes de la asamblea y
de cuyo programa se tenía pre-
vio conocimiento. En eso so-
mos muy diferentes a otras
asociaciones, pues la participa-
ción está absolutamente garan-
tizada y la transparencia se con-
vierte en seña de identidad
asociativa.Y el sistema de igual-
dad de sexos ha propiciado que
por primera vez exista un Se-
cretariado compuesto de más
mujeres que hombres, como
sucede en la carrera judicial.
Nuestro caso demuestra que
las políticas activas de integra-
ción rinden frutos.

P.–¿Está bien diseñada la
carrera judicial?

R.–Creo que en los últimos
años se ha producido una frac-
tura entre los magistrados del
Tribunal Supremo, que por ra-
zones que no justifican las men-
ciones constitucionales a su fun-
ción se han constituido en un
grupo con unos intereses dife-

renciados, y el resto de la carre-
ra. En ésta se mantienen las ca-
tegorías de juez y magistrado,
una diferenciación obsoleta, que
sólo tiene explicación económi-
ca: los gestores de la administra-
ción de justicia quieren unos
profesionales de bajo coste en
sus comienzos. Por otro lado la
reciente creación de los jueces
en expectativa de destino es
una chapuza para tapar la falta
de creación de unas plazas que
el Pacto de Estado por la Justi-
cia consideraba precisas. Debe-
ría suprimirse ya esta diferencia,
unificando la carrera en todas
sus categorías, hacer desapare-
cer el traslado forzoso, aunque
se exija cierta antigüedad para
los juzgados de las ciudades más
importantes o para acceder a
órganos colegiados, y suprimir
ya la expectativa de destino. Pa-
ra eso último el CGPJ tiene que
exigir al poder ejecutivo un
fuerte impulso inversor.

P.–El nuevo gobierno ha
incorporado a varios
miembros de JpD en pues-
tos de responsabilidad.

No sólo jueces sino a otros
destacados profesionales de dis-
tintos ámbitos. No es la prime-
ra vez que sucede, igual que en
todas las demás asociaciones e
incluso entre varios jueces no
asociados, que se han incorpo-
rado a opciones políticas con-
servadoras. Creo que es impor-
tante resaltar el compromiso
cívico de los colegas que llevan
su vocación de servicio público
hasta el punto de aceptar este
tipo de puestos.

JpD siempre ha tenido un
discurso propio y ha sido críti-
ca, y lo seguirá siendo con la
misma rotundidad, cuando con-
sidere que no se avanza por el
camino adecuado. Hace mucho
tiempo que logramos conven-
cer a las fuerzas políticas pro-
gresistas de la bondad de nues-
tros planteamientos. Nosotros
hablamos por primera vez de la
jurisdicción universal para salva-
guardar los derechos humanos,
de servicio público, de la Carta
de Derechos del Ciudadano an-
te la Administración de Justicia,

del Pacto de Estado por la Justi-
cia, de asegurar la inmediación
como garantía del conocimien-
to directo de la tutela que nos
exigen los ciudadanos. Porque el
principal trabajo del juez sigue
siendo escuchar a las partes, y
para eso se han reformado, con
éxito, varios textos procesales.
Algo tiene que ver nuestra beli-
gerancia al respecto.

P.–¿Qué opinas de las
reformas legislativas
propuestas?

R.–La reforma del divorcio,
simplificando su régimen y acor-
tando los plazos es un acierto
que nadie discute. La Ley Inte-
gral supone una respuesta a un
gravísimo problema que, por vez
primera, no se aborda desde la
perspectiva exclusivamente pe-
nal.Y el matrimonio de personas
del mismo sexo extenderá los
derechos de los ciudadanos a
personas tradicionalmente dis-
criminadas por su opción sexual.
En general se han dado pasos
importantes en buena dirección,
aunque hayamos criticado algún
aspecto de los proyectos legisla-
tivos que nos parecían franca-
mente mejorables.

P.–¿Qué consideración
te merece el llamado
“Plan Ibarreche”? 

R.–La propuesta de reforma
del Estatuto vasco es legítima
desde el punto de vista de la le-
galidad. Los votos de Socialista
Abertzaleak son válidos y se ha
cumplido con las previsiones del
Estatuto. Lo que ocurre es que
esa iniciativa es una auténtica re-
forma constitucional, y no pare-
ce razonable que se plantee sin
el consenso de la sociedad vasca.
Una mayoría simple no puede
cambiar las instituciones que
hasta hoy han permitido la con-
vivencia. Sin embargo, responder
a esta iniciativa política con crite-
rios judiciales es un error. El Tri-
bunal Constitucional no puede
hacer un juicio de constituciona-
lidad sobre un proyecto, sino que
debe realizarlo respecto de las
leyes. Lo demás, es decir, cómo
avanzar hacia una mayor acomo-
dación del Poder Judicial al esta-
do de las autonomías, siempre
podrá discutirse, porque muchas
veces es una cuestión de simple
legalidad ordinaria, no constitu-
cional, y por otro lado, desde el
consenso pueden hacerse lectu-
ras más abiertas de la Constitu-
ción o incluso, llegado el caso, re-
formarse para permitir avanzar
en un camino que me parece
comparten la mayoría de los ciu-
dadanos españoles: profundizar
en el autogobierno de las Comu-
nidades Autónomas.

“El principal trabajo 
del juez sigue siendo escuchar 

a las partes”
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Organizada por la Sección
Territorial de Jueces para

la Democracia en Asturias,
ha tenido lugar el pasado 25
de noviembre una jornada
sobre “Inmigración y Dere-
cho”, que pretendía analizar
el fenómeno de la incorpo-
ración de ciudadanos ex-
tranjeros a nuestro país y las
repercusiones jurídicas que
trae consigo.

Las jornadas fueron pre-
sentadas por José Manuel
Buján, miembro asturiano
del Secretariado de Jueces
para la Democracia, y tras la
intervención de las autorida-
des locales y el fiscal jefe de
Asturias, se pusieron en
marcha cinco paneles.

En el primero se estudió
“El reto de las políticas de
inmigración”, participando
Bernardo Fernández, profe-
sor de la Universidad de
Oviedo, Marina Gascón, ca-
tedrática de Filosofía del
Derecho de la Universidad
de Castilla-La Mancha, Beni-
to Aláez, profesor de Dere-
cho Constitucional de Ovie-
do y el director general de
Servicios Comunitarios del
Gobierno del Principado,
Pedro Rodríguez.

El segundo, sobre “Inmi-
gración y Derecho a la In-
formación”, contó con Luis
Carlos Nieto, magistrado
perteneciente a Jueces para
la Democracia, Elena Arce,
abogada responsable de in-

migración en el Consejo
General de la Abogacía de
España y Gema García, fiscal
valenciana.

Con el tema “Las res-
puestas diferenciadas” se
abordó un tercer panel en el
que participaron Miguel
Ángel Arias, fiscal de Huelva,
Inmaculada Montalbán, del
Secretariado de JpD, Joaquín
García, catedrático de Dere-

cho del Trabajo de Oviedo y
Rafael Palacios, director de
la agencia asturiana de Coo-
peración al Desarrollo.

SINDICATOS
El siguiente versó sobre

“La respuesta sindical ante
la emigración”, contando
con Juan José Palacios, de
CC.OO., Ana Muñiz, de
UGT, Laura Díaz de USO y
Ana Ferrer, del Secretariado
de JpD. Por último se trató
de “La respuesta social ante
la inmigración”, con la parti-
cipación de Ángel Cuevo, de
la Asociación ACOGE, Prín-
ce Kennedy, presidente de la
Asociación Comunidad Afri-
cana en España, Edga Vilatu-
ra, de la asociación de ecua-
torianos, Berta Montya, de
la Asociación de Inmigrantes
Residentes, y Vicky Rosell,
del Secretariado de JpD.

En la clausura participó el
consejoero de Justicia, Fran-
cisco Javier García y el Presi-
dente del TSJ de Asturias, Ig-
nacio Vidau Argüelles.

OVIEDO
Inmigración 

y derecho

Actividades

Organizadas por la asociación
internacional Magistrados

Europeos por la Democracias y
las Libertades (MEDEL) y con el
patrocinio del CGPJ, han tenido
lugar los días 16 y 17 de diciem-
bre en Madrid unas jornadas de
estudio sobre la experiencia de
los distintos Consejos del Poder
Judicial europeos y de recapitula-
ción sobre la experiencia espa-
ñola en el CGPJ.

El título de las jornadas era
“Un cuarto de siglo de poder ju-
dicial en España: las experiencias
italiana y portuguesa”. Fueron di-
rectores del curso Miguel Car-
mona Ruano, presidente de la
Audiencia Provincial de Sevilla y
vicepresidente de MEDEL y Javier
Martínez Lázaro, vocal del CGPJ, y
participaron 30 jueces y magistra-
dos de varios Tribunales Superio-
res de Justicia, además de colegas
de Portugal e Italia que contribu-
yeron a contrastar su experiencia
con la española.

La primera sesión tenía por ob-
jeto analizar “El Consiglio Superio-
re della Magistratura y los orígenes
del Consejo General del Poder Ju-
dicial en España y del Conselho
Superior da Magistratura en Por-
tugal”. Intervino como moderado-
ra Elisa Veiga, ex vocal del CGPJ,
que presentó en primer lugar al
magistrado de la Corte de Casa-
ción italiana Francesco Ippolito.Es-
te magistrado,que ha sido también
Director General de la Organiza-
ción Judicial del Ministerio de Justi-
cia en Italia, relató su experiencia
como ex vocal del Consejo Supe-
rior de la Magistratura.

Ángel Juanes Peces,magistrado
del Tribunal Supremo y miembro
del Secretariado de Jueces para la
Democracia abordó el tema de
“El CSM italiano en los orígenes
del CGPJ español. Gestación del
CGPJ español en el debate cons-
titucional y en la Constitución”.
Como contraste la experiencia
portuguesa fue expuesta por el

magistrado Orlando Viegas Mar-
tíns Alfonso, del Tribunal de Re-
laçao de Evora, en Portugal, cuya
ponencia versaba sobre “El Con-
selho Superior da Magistratura en
Portugal. Orígenes y evolución”.

La segunda sesión, moderada
por Manuela Carmena, ex vocal
del CPGJ, tenía por objeto el es-
tudio de “El gobierno del poder
judicial: Entre el autogobierno de
la magistratura y la garantía insti-
tucional reforzada de la indepen-
dencia judicial”. Nello Rossi, ma-
gistrado de la Corte de Casación
y ex vocal del CSM italiano, ex-
plicó la composición y funciones
del CSM, analizando como ha
evolucionado desde su creación
y denunció los intentos de con-
trol político auspiciados por los
últimos gobiernos italianos.

EXPERIENCIA ESPAÑOLA
La experiencia española fue

analizada críticamente por Perfec-
to Andrés Ibáñez, magistrado del
Tribunal Supremo y ex vocal del
CGPJ y Ramón Sáez Valcárcel,
también ex vocal del CGPJ,bajo el
título “Composición y funciones
del CGPJ español. Las sucesivas
reformas de una y otras desde su
creación en 1980”.

La tercera y última sesión tuvo
por tema “Las funciones del Mi-
nisterio de Justicia y la responsa-
bilidad política de funcionamiento
de los órganos judiciales. Especial
referencia a la formación de jue-
ces y magistrados”. Luigi Marini,
vocal del CSM y Giovanni Diota-
velli, antiguo asesor del CSM hi-
cieron su aportación sobre “Las
funciones respectivas del Ministe-
rio de Justicia y del Consiglio de-
lla Magistratura en Italia”. “Las
funciones del Ministerio de Justi-
cia en Portugal” fueron analizadas
por Maria da Conceição Gomes,
magistrada del Tribunal da Re-
lação de Oporto.

Finalmente Antonio Doñate,
ex profesor de la Escuela Judicial
trató de la cuestión de “El repar-
to de funciones entre el Ministe-
rio de Justicia, las Comunidades
Autónomas y el Consejo Supe-
rior del Poder Judicial”. Las jor-
nadas fueron clausuradas por
Fernando Salinas, vicepresidente
del CGPJ.

Un cuarto 
de siglo de CGPJ
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C almar el dolor por las humi-
llaciones y torturas sufridas

por las dos mujeres muertas en
L’Hospitalet puede hacernos
pensar que el riesgo de nuevas
acciones similares quedará con-
jurado con posibles responsabi-
lidades políticas o profesiona-
les. Si las hay será importante
determinar la institución que
pudiera haber actuado negli-
gentemente cuando autorizó el
permiso carcelario, permiso
que posibilitó tan brutales ac-
ciones, precisamente a un pre-
so que estaba cumpliendo pena
por delito de violación cometi-
do en otro permiso carcelario.
No obstante, aparte de que la
confianza en las instituciones
debe garantizarse, también re-
sulta de interés introducir una
reflexión acerca de los agreso-
res sexuales y su tratamiento
penitenciario, con el objetivo

de evaluar la eficacia de nuestro
sistema legal de respuesta.

En la actualidad, cuando una
persona condenada ingresa en
prisión, inmediatamente se so-
mete a una evaluación que rea-
liza un equipo de técnicos en
varias materias –psicólogos, ju-
ristas, trabajadores sociales, en-
tre otros– y ellos son los que
clasifican al recién llegado. Le si-
túan en una posición de partida
que tiene situada la meta en la
reinserción social y en la vuelta
a una vida normalizada, inten-
tando eliminar en el camino los
factores que pudieron contri-
buir a la comisión del delito.

PRONÓSTICO
FAVORABLE

Los que ingresan con conde-
nas muy elevadas o son consi-
derados especialmente peligro-
sos, comienza con un régimen

cerrado sin salidas al exterior, y
así seguirá hasta que la Adminis-
tración Penitenciaria –obligada
a revisar periódicamente sus
evaluaciones– comprueba que
el penado tiene una convivencia
normal y evolución favorable.En
este caso decidirá si la buena
evolución del penado le hace
merecedor de pasar al siguiente
grado, donde podrá obtener los
primeros permisos de salida de
la cárcel para prepararlo al si-
guiente hito del camino, que es
un régimen de semilibertad.

Estos permisos suelen conce-
derse por buena conducta y su
autorización corresponde al juez
de Vigilancia Penitenciaria, encar-
gado del control de las decisio-
nes de las prisiones. La ley trata
de garantizar que la libertad oca-
sional del penado no constituya
un peligro para los demás; por
ello, el juez oye el dictamen del
ministerio fiscal y puede recabar
cuantos antecedentes e infor-
mes de los técnicos de prisión
estime necesarios.

Por lo general, los jueces
aceptan las consideraciones,
valoraciones y propuestas de
los técnicos de la prisión, lo
cual resulta razonable por dos
motivos claros: en primer lugar,
porque son personas que go-
zan de la presunción de objeti-
vidad e imparcialidad y poseen
conocimientos especializados
en comportamientos y patolo-
gías humanas; en segundo lugar,
estos profesionales han segui-
do la evolución del interno de
manera individualizada y son
las personas más idóneas para
proporcionar datos certeros a
la hora de evaluar un posible
riesgo de reiteración delictiva.

RESOCIALIZACIÓN
Puede ser que las previsio-

nes de buena conducta no se
cumplan y quien obtenga el
permiso vuelva a delinquir, co-
mo ha ocurrido en este caso
que ha conmocionado a la so-

ciedad española. Existe este
riesgo real, pero no podemos
olvidar que el engranaje legal
está persiguiendo un objetivo
altamente legítimo por su ran-
go constitucional, conquista de
las sociedades civilizadas, que
es el de la resocialización del
delincuente. La existencia del
riesgo de quebrantamiento de
los permisos no nos puede lle-
var a cuestionar la filosofía hu-
manitaria aceptada por nuestra
legislación, aunque sí podrían
fortalecerse los instrumentos
existentes para reducir el por-
centaje de fracaso del sistema.

En el caso de penados por
delitos contra la libertad
sexual, el Parlamento Europeo
recomienda que los Estados
obtengan evaluaciones médi-
cas, psiquiátricas y psicológicas
más detalladas y completas
acerca de los agresores sexua-
les antes de que éstos salgan
de prisión o de los centros de
detención, con el fin de reducir
el riesgo de nuevos ataques
contra otras personas. Esta Re-
solución (A-44/86) responde al
hecho comprobado de que la
mayoría de los agresores
sexuales son reincidentes.

Simultáneamente, debería
de trabajarse dentro de las pri-
siones con este tipo de pena-
dos, de manera específica, con
terapias y tratamiento para que
comprendan la repercusión ne-
gativa de sus acciones, asuman
su responsabilidad y comien-
cen a representarse a las muje-
res víctimas como personas.
Quizás entonces puedan dese-
ar cambiar sus vidas y esta de-
cisión resultaría clave para la
sociedad; pues algún día han de
salir de la cárcel y si no hemos
conseguido que acepten los va-
lores de la igualdad y de no vio-
lencia no habremos consegui-
do cumplir con nuestros
deberes.

EL PAÍS, 18 de octubre de 2004.

En la prensa

Dolor y futuro
Inmaculada Montalbán Huertas. 
Magistrado. Secretariado de JpD



10

E l título de estas reflexiones
evoca un asunto que apare-

ce y desaparece en el tiempo
como el Guadiana lo hace en el
espacio. Ahora con el cambio
político desde las más altas ins-
tancias del Ministerio de Justicia
se anuncia, sin prisa pero con
decisión, como uno de los pila-
res de la actual legislatura, un
nuevo proceso penal en el que
sea una realidad la asunción por
el fiscal de la instrucción.

Desde la UPF no puede sino
recibirse con optimismo tal
noticia ya que, entre nuestros
postulados siempre se ha en-
contrado como deseo la plena
separación de la investigación y
de la función juzgadora, hasta el
extremo de que ambas funcio-
nes estén encomendadas a órga-
nos diversos, lo que evitaría, del
todo, posibles riesgos de parcia-
lidad judicial en la fase decisoria.

Una vez formulado este
brindis de bienvenida a tan es-
peranzador futuro, que por
otro lado nos integra en el mo-
delo, casi unánime, de los países
de nuestro entorno geográfico,
nos debemos comprometer,
desde todas las instancias pro-
gresistas, en concienzudas refle-
xiones para obtener un modelo
de instrucción que de una vez
por todas nos permita hablar
de un proceso penal de la demo-
cracia, que habrá tardado en lle-
gar treinta años, pero que sea lo
suficientemente consistente, y
también flexible, para permane-
cer en el tiempo tanto como la
históricamente aplaudida Ley
de Enjuiciamiento Criminal, que
hoy no es más que un parchea-
do de su original, apenas reco-
nocible.

Desde luego la UPF sí acep-
ta ese reto y asume, en un futu-
ro inmediato el compromiso de
pergeñar ese modelo que nos
sirva de instrumento para el
desarrollo de nuestro trabajo, e
intentaremos, desde la repre-
sentación que ostentamos en la
plantilla del Ministerio Fiscal,
trasladar a todas las instancias
políticas nuestro impulso para
que se consiga su implantación,
superando las zancadillas que,

estamos seguros, intentaran ha-
cerse desde posturas agoreras
y derrotistas.

Nuestra actitud optimista y
colaboradora no debe ser con-

fundida con ingenuidad, ya que
no desconocemos que se van a
encontrar serios obstáculos en
el proceso legislativo y de im-
plantación del nuevo sistema
procesal, el más evidente de los
cuales es de orden práctico y
tangible. Nos referimos a la es-
casez de medios y de personas
para la asunción por la actual
plantilla de fiscales de esta ta-
rea. Formulemos por ello, des-
de este momento, una adver-
tencia sobre la necesidad de
que esta reforma legislativa, co-
mo debe ocurrir con todas,
tendrá que ir acompañada del
correspondiente estudio eco-
nómico y de necesidades, que
se tendrán que cubrir con ante-
lación a la vigencia del nuevo
modelo, evitando así sonoros
fracasos de futuro.

FISCAL INVESTIGADOR
La tarea de reflexión que nos

imponemos, y para la que que-
damos todos emplazados en fu-
turos congresos y reuniones,
parte de la premisa de la falta de
acuerdo, hoy por hoy, en casi to-
das las líneas maestras de lo que
debe ser nuestra institución en
el futuro. Ni siquiera el título de
este trabajo sería pacífico en
cuanto nos sentáramos más de
dos en la discusión, otros prefe-
rirían hablar de fiscal investigador,
o incluso prescindir de referen-
cias a la investigación y hablar
de preparación del juicio oral, o
de fase de aportación de prue-
bas. En cualquier caso ahora lo
importante no debe ser tanto la
terminología como el contenido
y sobre ello podemos hacer ya
algunas acotaciones.

Para que el nuevo modelo
sea útil, ¿cómo debe ser la ac-
tuación del fiscal? Desde luego
no se puede concebir simple-
mente como el nuevo inquilino

del edificio donde se lleva a ca-
bo la instrucción, es decir ocu-
par “mutatis mutandi” la posi-
ción del juez instructor, ya que
ello sólo produciría un efecto
que sería el de alejar al juez de
posibles contaminaciones, pero
nada aportaría como solución
práctica a la eficacia de la admi-
nistración de Justicia.

Las actuaciones del fiscal no
estarán encaminadas a obtener
prueba válida o potencialmente
válida en el juicio oral, y por ello
investida de solemnidad. Su fina-
lidad será conocer lo que deter-
minados medios de prueba
podrán dar de sí en el juicio oral,
es decir, de un testigo le intere-
sa saber lo que podrá decir en el
juicio, no como ocurre ahora,
dejar asentado el bagaje proba-
torio que ese testimonio apor-
te. Esto, evidentemente, procura
una mayor liviandad en la actua-
ción si lo comparamos con el
corsé formalista que hoy se exi-
ge para la eventual plena validez
de las pruebas. Ello comportaría
una saludable rapidez en esta fa-
se, que no debe confundirse con
prisas que llevarían sin solución
de continuidad a una merma de
garantías, tal como se denuncia
en la actualidad, desde algún fo-
ro, en el ámbito de los llamados
“juicios rápidos”.

PAPEL DEL JUEZ
¿Cuál debe ser la interven-

ción judicial en esta fase de pre-
paración? En tres aspectos po-
demos cifrarla:

1. Como juez de garantías pa-
ra aquellos medios de prueba que
supongan injerencias en al campo
de los derechos fundamentales:

entradas en domicilio, escuchas
telefónicas, detención, etc.

2. Como juez que asegura la
validez de la prueba cuando se
trate del supuesto excepcional
de preconstitución de una
prueba a solicitud de parte.

3. Como juez de la acusación
que comprueba la suficiencia o
no de la prueba de cargo pro-
puesta para acceder al juicio
oral. Es en esta función donde
más cuestiones se nos van a
plantear en el debate.Así, la ne-
cesidad de deslindar la función
de este juez del juez decisor en
el juicio oral, las posibilidades de
las acusaciones distintas de la
pública, de someter y proponer
medios de prueba a ese juez,
¿qué ocurre si el juez considera
insuficiente los medios aporta-
dos por la acusación? ¿Podrá
vincular a la acusación pública al
estimar necesaria alguna prue-
ba?, y en ese caso ¿la debe prac-
ticar por sí convirtiéndose en
instructor o se la podrá ordenar
a la acusación pública?

FGE ELEGIDO 
POR PARLAMENTO

Como decimos desde el
principio no es posible, ni con-
veniente, intentar agotar los
problemas que irán surgiendo.
Pero hay uno que siempre apa-
rece y que tiene su encuadre en
el ámbito de las garantías insti-
tucionales. Nos referimos al
“estatuto” del Ministerio Fiscal.
Con la vinculación jerárquica
volverá a plantearse la conve-
niencia del origen parlamenta-
rio del Fiscal General frente al
gubernativo, otros apostarán
por mantener el sistema actual
con un reforzamiento de la ga-
rantía de imparcialidad, limitan-
do la posibilidad de dar instruc-
ciones de carácter individual. Es
evidente que son temas que
fomentarán la discusión e inclu-
so el “enfrentamiento de postu-
ras”, lo que inevitablemente nos
enriquecerá a todos. Eso es lo
que esperamos para que esta
época alumbre un nuevo proce-
so que colme las legítimas aspi-
raciones de los ciudadanos a
una más eficaz Justicia penal.

El fiscal instructor
Eduardo Esteban Rincón. Fiscal. Secretariado UPF

UPF
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Actualidad

E l Secretariado de Jueces pa-
ra la Democracia ha solici-

tado del Ministerio de Justicia
que se proceda al abono de las
sustituciones ordinarias que
hacen los jueces y magistrados
titulares cuando sustituyen a
compañeros que disponen de
cualquiera de las licencias que
contempla la LOPJ.

Entiende Jueces para la De-
mocracia que puesto que la
LOPJ ha sido reformada para
establecer como regla general
el sistema de sustitución ordi-
naria, y en tanto que el CGPJ
ha elaborado un Reglamento
en el que apuesta decidida-
mente por este sistema de
sustitución, lo procedente es
que el trabajo añadido que se
realiza por el juez o magistra-
do que sustituye a otro se re-
tribuya.

De esta forma se atiende a
una razón de justicia, la com-
pensación por una carga de
trabajo adicional que efectiva-
mente realiza quien suple las
obligaciones de otro. Por otro
lado, permitiría disminuir los
llamamientos jueces sustitutos
para aquellos permisos o licen-
cias que, por sus característi-
cas, puedan ser atendidos por
el sustituto natural.

Si se optara por este siste-
ma de sustitución se garantiza-
ría, además, que fuese un juez
titular el que atendiera las ne-
cesidades del servicio de los
juzgados donde ser produjera
la licencia, aunque lógicamente
si hubiera duplicidad de señala-
mientos sería más razonable
acudir al sistema de sustitución
extraordinaria.

JpD reclama el pago de
sustituciones ordinarias C on ocasión de la celebra-

ción el 25 de noviembre del
Día Internacional contra la Vio-
lencia de Género, Jueces para
la Democracia quiso mostrar
su preocupación por la situa-
ción de las mujeres inmigrantes
indocumentadas que sufren
violencia sexual, física o psico-
lógica, en el ámbito familiar, so-
cial o laboral.

En un comunicado se afirmó
que estas mujeres añaden a su
condición la de “no ciudada-
nas”, por no haber obtenido las
autorizaciones administrativas
exigidas por las normas de ex-
tranjería. Factores estos que
las hacen especialmente vulne-
rables a las situaciones de so-
metimiento y humillaciones, y
que favorecen el encubrimien-
to y la impunidad de los agre-
sores.

Porque los derechos huma-
nos también son de las mujeres
inmigrantes indocumentadas,

Jueces para la Democracia pro-
puso las siguientes medidas:

1) Que la entonces aún en
proyecto Ley Integral contra la
Violencia de Género recono-
ciera a todas las víctimas de
violencia de género, con inde-
pendencia de su situación ad-
ministrativa en España, los de-
rechos de información,
protección y asistencias previs-
tos en ella.

2) La modificación de la Ley
de Asilo Político, para que re-
conozca este derecho a las
mujeres que huyen de países
donde las leyes o costumbres
consienten la violencia como
medio de sometimiento y su-
bordinación de las mujeres.

3) La reforma de la Ley de
Extranjería para que las muje-
res inmigrantes indocumenta-
das, víctimas de la violencia de
género, no sean expulsadas
automáticamente y puedan
rehacer su vida en libertad.

Inmigrantes y violencia
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Ante la necesidad perentoria
de mantener en constante

revisión y actualización nues-
tros conocimientos sobre pro-

piedad intelectual, así como de
analizar los medios de defensa
que la legislación actual brinda
a los titulares de derecho de

autor, durante los días 24 y 25
de noviembre de 2004, se cele-
bró en la ciudad de la justicia
de Valencia el seminario “La

protección de los derechos de
autor en España. Situación y
Perspectivas”, jornadas organi-
zadas por Jueces para la De-
mocracia.

A la apertura de este semi-
nario asistieron, entre otras
personalidades, el Excmo. Sr.
D. Juan Fernando López
Aguilar, Ministro de Justicia,
el Excmo. Sr. D. Juan Luís de
la Rúa Moreno, Presidente
del TSJ de la Comunidad de
Valencia, el Hble. Sr. D. Mi-
guel Peralta Viñes, Conse-
ller de Justicia y Administra-
ciones Públicas, el Excmo. Sr.
D. Miguel Falomir Sorio,
Fiscal Jefe del TSJ de la C.V., el
Sr. D. Eduardo Bautista
García, Director General de
la Fundación Autor y Presi-
dente del Consejo de Direc-
ción de la SGAE, el Ilmo. Sr. D.
Luís Manglano Sala, Magis-
trado de la asociación Jueces
para la Democracia, y el Ilmo.
Sr. D. José Luís Gómez-Mo-
reno Mora, Decano de los
Jueces de Valencia.
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